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de la preceptiva Memoria, se siguió con la tramitación esta-
blecida en la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora de la
Demarcación Municipal de Andalucía. El 16 de abril de 2001
el Pleno de la Corporación del Ayuntamiento de Obejo acuerda
no prestar conformidad a la aprobación de la creación de la
Entidad Local Cerro Muriano y Estación de Obejo. El expediente
pasó después a la Consejería de Gobernación, donde fue tra-
mitada la fase autonómica del procedimiento, previsto en los
artículos 47 y siguientes de la Ley 7/1993, de 27 de julio,
reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía.

Sobre el asunto se han pronunciado desfavorablemente
la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Cór-
doba, la Dirección General de Ordenación del Territorio y Urba-
nismo de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, así
como la Dirección General de Administración Local de la Con-
sejería de Gobernación. La decisión que se acuerda está moti-
vada por las consideraciones que siguen:

1.ª El artículo 47.1 y 47.2 de la Ley 7/1993, de 27
de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece como requisito indispensable para la constitución
de este tipo de Entidades la existencia de un núcleo separado
de edificaciones, familias y bienes dentro de un término
municipal.

2.ª En la documentación aportada resulta plenamente
acreditado que no se cumple el anterior requisito, toda vez
que se pretende constituir en Entidad Local Autónoma a una
parte de un mismo núcleo de población (Cerro Muriano), per-
teneciente a dos términos municipales distintos. La vida de
las dos partes del núcleo de Cerro Muriano, una integrada
en el término municipal de Obejo y la otra en el de Córdoba,
es la misma, porque ambas conforman una realidad: El único
núcleo urbano de población y de edificaciones de Cerro Muria-
no. Consecuentemente, se estima que no sería viable el fun-
cionamiento administrativo y autónomo de una parte con inde-
pendencia de la otra.

3.ª Por ello, se ha considerado que acceder a la creación
de una Entidad Local Autónoma en el núcleo de Cerro Muriano
constituiría un acto administrativo falto del rigor y objetividad
exigibles, desproporcionado a las circunstancias y carente, ade-
más, de adecuación con la finalidad pretendida, ya que la
autonomía de una parte del núcleo y de su población resultaría
impracticable, dada la interdependencia entre los dos sectores
que forman parte de Cerro Muriano. Se actuaría, por tanto,
en claro desacuerdo, no solamente con los citados preceptos
de la Ley reguladora de la Demarcación Municipal de Anda-
lucía, sino también con incumplimiento del mandato de obje-
tividad y adecuación a los fines que deben presidir la actuación
de las Administraciones Públicas contenido en el artícu-
lo 103.1 de la Constitución; artículos 3.1 y 53.2 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y artículo 34.1 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma.

4.ª Los artículos 48.1 y 50.4 de la referida Ley reguladora
de la Demarcación Municipal de Andalucía atribuyen al Con-
sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía la decisión sobre
la creación de las Entidades Locales Autónomas, a propuesta
de la Consejería de Gobernación. Por aplicación del artícu-
lo 44.2 de la citada Ley del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, esta decisión debe revestir la
forma de Decreto.

Con fundamento en la motivación que antecede e informe
favorable del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, a propuesta
del titular de la Consejería de Gobernación, y previa delibe-
ración del Consejo de Gobierno, en su reunión del día 24
de septiembre de 2002,

D I S P O N G O

Primero. Desestimar la solicitud para crear una Entidad
Local Autónoma en el núcleo de población de Cerro Muriano
y Estación de Obejo, al no concurrir los requisitos legales para
su constitución.

Segundo. Contra el presente Decreto, que pone fin a la
vía administrativa, se podrá interponer recurso potestativo de
reposición ante el Consejo de Gobierno en el plazo de un
mes, contado a partir del día siguiente en que tenga lugar
la publicación del presente Decreto, o interponer directamente
recurso contencioso-administrativo ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente al de su publicación, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 24 de septiembre de 2002

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

ORDEN de 27 de septiembre de 2002, por la
que se transforma un puesto de Educador Diplomado,
declarado a extinguir, en otro de Especialista en Pue-
ricultura en la Guardería Infantil La Alcazaba de la
Delegación Provincial de Asuntos Sociales de Granada.

En la Disposición Adicional Segunda del Decreto
160/1999, de 13 de julio, de modificación parcial de la rela-
ción de puestos de trabajo de la Administración General de
la Junta de Andalucía correspondiente a las Delegaciones Pro-
vinciales y a los Centros de la Consejería de Asuntos Sociales,
por la cual los puestos de Educador declarados a «extinguir»
se transformarán, automáticamente, en puestos de Especia-
listas en Puericultura, en el mismo u otros centros de trabajo,
cuando queden desocupados y no se hallen titularizados. Dicho
supuesto se ha planteado en la Guardería Infantil La Alcazaba,
de Guadix, adscrita a la Delegación Provincial de Asuntos
Sociales de Granada.

Según lo anterior, y en virtud del artículo único, punto a),
del Decreto 254/1999, de 27 de diciembre, por el que se
modifica el artículo 10.1 del Decreto 390/1986, de 10 de
diciembre, por el que se regula la elaboración y aplicación
de la relación de puestos de trabajo,

D I S P O N G O

Artículo Unico. Transformación puesto a extinguir de la
Guardería Infantil La Alcazaba, de Guadix (Granada).

El puesto de Educador Diplomado (código: 920410) que-
da suprimido de la Guardería Infantil indicada.

El puesto de Especialista en Puericultura (código:
920610) queda en dicho centro de destino con un número
de puestos de 6.
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Disposición Final Unica. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 27 de septiembre de 2002

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Justicia y Administración Pública

ORDEN de 30 de septiembre de 2002, por la que
se determinan la cuantía y forma de pago de la retri-
bución a técnicos privados por la realización de pruebas
periciales en procedimientos de justicia gratuita.

La Ley 1/1996, de 10 de enero, reguladora de la asis-
tencia jurídica gratuita, incluye, como contenido material del
derecho a dicha asistencia, en su artículo 6.6, la asistencia
pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico
adscrito a los órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, a
cargo de funcionarios, organismos o servicios técnicos depen-
dientes de las Administraciones Públicas. Excepcionalmente,
y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que
se trate no fuere posible la asistencia pericial de peritos depen-
dientes de los órganos jurisdiccionales o de las Administra-
ciones Públicas, ésta se llevará a cabo, si el Juez o Tribunal
lo estima pertinente en resolución motivada, a cargo de peritos
designados de acuerdo a lo que se establece en las leyes
procesales, entre los técnicos privados que correspondan.

Por su parte, el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita
de Andalucía, aprobado por el Decreto 216/1999, de 26 de
octubre, regula en su Capítulo VII la asistencia pericial gratuita,
disponiendo, en su artículo 53, los requisitos para la realización
de la prueba pericial por técnicos privados, así como el pro-
cedimiento que había de seguirse para el abono de los hono-
rarios devengados por los técnicos privados.

La experiencia obtenida desde que entró en vigor el Regla-
mento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía ha puesto
de manifiesto que el sistema diseñado podía demorar la rea-
lización de las pericias, al someterse a la Administración, con
carácter previo, la aprobación del presupuesto que comporta
la realización de la prueba pericial. Es por ello por lo que
se modificó su artículo 53, mediante el Decreto 273/2001,
de 18 de diciembre, facultándose así, en su apartado 2, al
titular de la Consejería de Justicia y Administración Pública
para determinar la cuantía económica y forma de pago de
la retribución a técnicos privados por la realización de pruebas
periciales en procedimientos de justicia gratuita, así como los
criterios para su abono.

Junto a lo anterior, se han dado diversas circunstancias
que motivan la necesidad de regular la concesión y pago de
las retribuciones correspondientes por la realización de peri-
tajes privados, solicitados a instancia de parte, cuando ésta
tiene reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita.
Entre tales circunstancias podemos la creciente necesidad de
expertos en los procedimientos judiciales, cuya intervención
se configura como actividad de auxilio a la función jurisdic-
cional, el carácter prestacional de la prueba pericial gratuita,
que se enmarca en el concepto de servicio público conse-
cuencia de la previsión del artículo 119 de la Constitución,
así como el sacrificio económico que supone para la Admi-
nistración el hacerse cargo del coste de dichas pruebas, si
éstas no pueden ser realizadas por técnicos dependientes de
los órganos jurisdiccionales o de la propia Administración.
Estas retribuciones por la realización de peritajes privados que-
dan determinadas mediante baremo, de igual forma que está
establecida para los Abogados y los Procuradores de los Tri-
bunales por sus actuaciones en procedimientos de justicia
gratuita, medida que contribuirá a agilizar la asistencia pericial
a los órganos judiciales.

En su virtud, de acuerdo con las competencias atribuidas
por el Decreto 139/2000, de 16 de mayo, por el que se
establece la estructura orgánica de la Consejería de Justicia
y Administración Pública, y de conformidad con lo establecido
en el artículo 53.2 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gra-
tuita de Andalucía, aprobado por Decreto 216/1999, de 26
de octubre.

D I S P O N G O

Artículo. 1. Régimen jurídico.
El procedimiento para el abono de la retribución que

corresponda a los profesionales que realicen pruebas periciales
en procesos de justicia gratuita se regirá por el Reglamento
de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía, aprobado por
el Decreto 216/1999, de 26 de octubre, y por las disposiciones
de la presente Orden.

Artículo 2. Retribución.
1. Cuando, de acuerdo con lo establecido en el artícu-

lo 53 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Anda-
lucía, proceda la asistencia pericial gratuita prestada por téc-
nicos privados, la Consejería de Justicia y Administración
Pública, de acuerdo con sus disponibilidades presupuestarias,
abonará al profesional que haya sido designado conforme a
las normas procesales, la contraprestación que le corresponda
según el siguiente baremo:

Por prueba pericial: 121 E.
Por prueba pericial con especial complejidad: 181 E.

2. Para que una prueba pericial sea considerada, a efectos
de su pago, de especial complejidad deberá así apreciarse
por el órgano de gobierno del Colegio Profesional correspon-
diente, mediante informe en el que conste el objeto de la
pericia y el número de horas empleadas para su realización,
así como los costes derivados de su práctica.

Artículo 3. Devengo.
El profesional que haya sido designado para la realización

de la prueba pericial devengará la retribución que corresponda,
conforme al artículo anterior, una vez realizada la actuación
probatoria.

Artículo 4. Solicitud y documentación.
Para el abono de la contraprestación que corresponda

deberá remitirse, en el plazo del mes siguiente al de la rea-
lización de la prueba pericial, a la Delegación de Justicia y
Administración Pública de la provincia en la que tenga su
sede el órgano jurisdiccional que esté conociendo del pro-
cedimiento, la siguiente documentación:

a) Solicitud, conforme al modelo Anexo a esta Orden,
del profesional que haya efectuado la prueba pericial, en la
que deberán constar los siguientes datos: Nombre y apellidos
del solicitante, Número de Identificación Fiscal, domicilio a
efectos de notificaciones y entidad bancaria y demás datos
necesarios para que, en su caso, se le efectúe la transferencia.

b) Resolución del Juzgado o Tribunal por la que se estime
pertinente la concreta actuación pericial propuesta por la parte
beneficiaria de la asistencia jurídica gratuita, y nombramiento
o designación judicial del perito para la realización de la
prueba.

Previamente, la Delegación Provincial de Justicia y Admi-
nistración Pública correspondiente, a instancias del Juzgado
o Tribunal, deberá resolver sobre la inexistencia de peritos
dependientes de los órganos judiciales o de las Administra-
ciones Públicas para la práctica de la prueba pericial requerida.

c) Acreditación de la realización del dictamen pericial
mediante la cumplimentación por el Secretario Judicial de los
datos que figuran en el apartado 3 de la solicitud que figura
en Anexo a esta Orden.


